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TRANSITORIO III.- Los titulares de cuentas de 
ahorro, títulos valores, cuentas corrientes y cualesquiera otros 
documentos bancarios, de pólizas de seguros, de títulos valores que 
se coloquen y negocien en bolsa de valores, de acciones, obligaciones 
negociables o bonos así como de otros títulos, podrán solicitar a la 
entidad emisora respectiva la reposición de los documentos en que 
consten los derechos derivados de estos, por otros con los valores 
expresados en dólares al tipo de cambio de conversión establecido 
en la presente Ley.  La entidad emisora estará obligada a realizar la 
reposición.

Si la reposición no se efectúa, el valor respectivo expresado 
en colones se estimará expresado en dólares, al tipo de cambio 
de conversión establecido en esta Ley, para todos los efectos que 
resulten del valor consignado en el documento.

TRANSITORIO IV.- Durante los primeros doce 
meses, después de la entrada en vigencia de la presente Ley, los 
precios de los bienes y servicios deberán exponerse tanto en dólares 
como en colones; calculados los colones sobre el tipo de cambio de 
conversión fijado.

Rige a partir de su publicación.
Patricia Pérez Hegg Manuel Hernández Rivera
Ernesto Chavarría Ruiz Carlos Humberto Góngora Fuentes
Damaris Quintana Porras Danilo Cubero Corrales
Mireya Zamora Alvarado Marielos Alfaro Murillo

Adonay Enríquez Guevara
DIPUTADOS

NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 
Permanente de Asuntos Económicos.

San José, 7 de julio de 2010.––1 vez.––O. C. Nº 20206.—
Solicitud Nº 20200.––C-327250.––(IN2010062664).

REFORMA DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO
49 Y EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 50

DE LA LEY PARA LA GESTIÓN INTEGRAL
DE RESIDUOS, Nº 8839

    Expediente Nº 17.779
ASAMBLEA LEGISLATIVA:
La Ley para la Gestión Integral de Residuos, Ley Nº 8839, 

fue aprobada en segundo debate el 25 de junio del año 2010, por el 
Plenario legislativo.

Esta Ley fue motivo de estudio y análisis por los diputados y 
las diputadas de tres administraciones, siendo que inició su proceso 
de construcción el 24 de junio de 2005.  El texto de esta Ley fue 
remitido a consulta en cuatro ocasiones, la última de ellas, en el mes 
de abril del año 2010.

En atención del principio de publicidad, el texto fue remitido 
al diario oficial La Gaceta en tres ocasiones, antes de ser sometido a 
votación en primer debate, la última publicación es del mes de abril 
de este año.

Lamentablemente, cuando el texto fue publicado surgió 
la indicación de algunas personas interesadas en la materia que 
existía un error, en el párrafo segundo del artículo 49 y en el párrafo 
segundo del artículo 50 de esta nueva Ley, lo que imposibilita su 
correcta aplicación.

En el artículo 49 se regulan las infracciones graves, por lo 
que cada uno de sus incisos se procede a describir las conductas 
que serán consideradas por esa Ley, como graves, pero el párrafo 
segundo dice “infracciones muy graves”, cuando lo correcto es 
“infracciones graves”.

El artículo 50 establece las acciones que serán consideradas 
por la Administración como infracciones “leves” a esta Ley, 
contemplando varios incisos para ello, pero el segundo párrafo de 
la norma en comentario, indica que las “infracciones muy graves”, 
cuando lo correcto es “infracciones leves”.

Por representar un error de fondo, requiere de la tramitación 
de un nuevo proyecto de ley para enmendar el error detectado en 
esta Ley.

La Ley contiene el marco normativo indispensable para que el 
país avance en la gestión integral de residuos, al otorgar al Estado 
y a los municipios los instrumentos idóneos para el manejo de los 
residuos.  Se incorpora en nuestro ordenamiento jurídico conceptos 
como la prevención de la contaminación, la valorización y la 
formación de una jerarquía de usos de materiales en torno a una 
promoción del consumo y producción sostenible.

Resulta relevante indicar que este nuevo ordenamiento 
permitirá incrementar la competitividad, reducirá la presión sobre 
los recursos naturales y contribuirá a la generación de fuentes de 
empleo.

Por las razones expuestas, presento a la consideración de los 
diputados y las diputadas el siguiente proyecto de ley, con el objetivo 
de corregir el desliz detectado y permitir una correcta aplicación de 
la Ley para la Gestión Integral de Residuos.
LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:
REFORMA DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO

49 Y EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 50
DE LA LEY PARA LA GESTIÓN INTEGRAL

DE RESIDUOS, Nº 8839
ARTÍCULO ÚNICO.- Refórmase el párrafo segundo 

del artículo 49 y el párrafo segundo del artículo 50 de la  Ley para la 
Gestión Integral de Residuos, Nº 8839. El texto dirá:

“Artículo 49.-  Infracciones graves y sus sanciones
[…]
Sin perjuicio de la obligación del infractor de indemnizar 
y reparar el daño ambiental, las infracciones graves se 
sancionarán con una multa de uno a diez salarios base,  
de  acuerdo  con  el  artículo 2 de la Ley Nº 7337, de 5 de 
mayo de 1993, y con el pago del daño ambiental.
[…]
Artículo 50.-  Infracciones leves y sus sanciones
[…]
Sin perjuicio de la obligación del infractor de indemnizar 
y reparar el daño ambiental, las infracciones leves se 
sancionarán con una multa de uno a diez salarios base,  
de  acuerdo  con  el artículo 2 de la Ley Nº 7337, de 5 de 
mayo de 1993, y con el pago del daño ambiental.
[…]”

Rige a partir de su publicación.
Alicia Fournier Vargas

DIPUTADA
NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 

Permanente Especial de Ambiente.
8 de julio de 2010.—1 vez.—Solicitud Nº 20206.—O. C. Nº 

20206.—C-89250.—(IN2010062660).

REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 2 Y 3 DE LA LEY
Nº 8328, AUTORIZACIÓN A LA MUNICIPALIDAD

DE OREAMUNO PARA QUE CAMBIE EL USO
ESPECÍFICO DE UNA FINCA A VARIOS

USOS DE FIN PÚBLICO
     Expediente Nº 

17.780
ASAMBLEA LEGISLATIVA:
Por medio de la Ley Nº 8328, Autorización a la Municipalidad 

de Oreamuno para que cambie el uso específico de una finca a varios 
usos de fin público, se autorizó a la corporación municipal para que 
arrendara dicho inmueble, pero su uso se limitó únicamente a la 
feria del agricultor, con el fin de obtener recursos para habilitar un 
sector del inmueble para construir un cementerio.

Dichas restricciones han provocado que el inmueble no se 
aproveche al máximo, lo que limita su potencial; además de que 
imposibilita el desarrollo de las obras de infraestructura que la 
misma ley autoriza, como la construcción del cementerio, el edificio 
municipal y las plazas feria, ya que únicamente se autorizó que los 
recursos se utilicen en la construcción del cementerio.  Tampoco 
hay autorización para que el inmueble se pueda seguir arrendando 
ni para que el uso de los recursos se utilice en el desarrollo cantonal.




